
volver al inicio
FIDUCIA PÚBLICA, REGULACIÓN 
Y CALIDAD DE LA GESTIÓN
Alicia DELLASANTA
Licenciada en Administración Pública, Bach. Universitario en Ciencia Política, Universidad del Salvador, Argentina.

Posgrado en Formulación y Evaluación de Proyectos, Facultad de Ciencias Económicas (UBA), Argentina.

Asesora de Gabinete Técnico, Secretaría de Hacienda, Ministerio de Economía y Producción, Argentina.

Profesora Adjunta Regular, Cátedra de Administración Pública, Facultad de Ciencias Económicas (UBA), Argentina.

Email  ardella@mecon.gov. ar ; aliciadellasanta@arnet.com.ar
Mariano FANTONI

Licenciado en Administración (mención cum laude), Facultad de Ciencias Económicas (UBA), Argentina.

Posgrado de Especialización en Administración Financiera del Sector Público, Facultad de Ciencias Económicas (UBA) – ASAP, Argentina.

Estudiante del Magister en Administración Pública, Facultad de Ciencias Económicas (UBA), Argentina.

Asesor, Dirección de Servicios Administrativos y Financieros, Servicio Nacional de Sanidad y Calidad Agroalimentaria, Argentina.

Ayudante Diplomado, Cátedra de Administración Pública, Facultad de Ciencias Económicas (UBA), Argentina.

E-mail: mfantoni@senasa.gov.ar ; mfantoni@consejo.org.ar

INTRODUCCIÓN

El estudio se focaliza en un análisis de la gestión del Estado Nacional Argentino, a través de algunos aspectos del proceso regulador, tanto como por el auge de la gestión financiera a través de fideicomisos públicos, en el período pos Reforma del Estado.  

Para ello, se evaluarán los aspectos más significativos de la gestión de algunos entes reguladores nacionales; se analizarán los indicadores utilizados por el Ministerio de Economía desde la incorporación al Presupuesto Nacional y su exposición en las Cuentas de Inversión, y los criterios empleados en los Informes por los Entes de Control Externo, para determinar si cumplen lo dispuesto por las leyes que obligan a evaluar la calidad del gasto. Asimismo, se planteará si exponen y responden por los resultados que la sociedad reclama a quienes tienen la misión de regular los servicios de gas, electricidad, agua y saneamiento, transporte automotor, comunicaciones, concesiones viales, entre los restantes. Como conclusión, se considerará la utilidad de estas herramientas para la ciudadanía, que es la destinataria de la mejora en la calidad y costo del servicio que cada Ente regula. 

Respecto de los Fondos Fiduciarios del Estado Nacional, se estudiará la evolución de los Fideicomisos creados desde 1994 para la flexibilización en la asignación y uso de recursos de la administración financiera general, según el objeto, instrumento de creación, información en el Presupuesto Nacional y su aplicación hasta la fecha. Se analizará el no cumplimiento de la obligación de rendir cuentas por la calidad del gasto realizado y exponer con transparencia su localización, momentos y resultados.

MARCO TEÓRICO

Cuando se enfoca el rol del Estado del siglo XX y del incipiente siglo XXI en su relación con el mercado y la sociedad, apelamos en general al concepto de Regulación a partir de la década del 30 (post-crisis del ’29). Sin embargo, por largo tiempo después se acuñó el término de Estado productor y de bienestar, por lo que pareciera que la temática regulatoria fuera -casi exclusivamente- inherente al modelo racional-burocrático, más que un objeto de política pública en sí.

En esta afirmación se exceptúa a los expertos en regulación bancaria y de algunos servicios públicos –en especial, los del sector energético y quizás telecomunicaciones-, entre otros. Sin embargo, este conocimiento no fue transferido ni generalizado al resto de las áreas de gestión del estado ni planteado como objeto de estudio en las cátedras de grado de Economía, Administración Pública, de Empresas, Ciencia Política o Sociología. De este modo, la problemática pareció quedar circunscripta al ámbito jurídico. Es necesario recordar la excepción de la especialización en Economía Energética que nutrió en especial a ingenieros, a partir de concebir a los grandes emprendimientos hidroeléctricos del país como panacea del desarrollo.

En la Argentina -reflejo de otros antecedentes y contemporaneidades en el mundo- se asume que el tema de la Regulación tiene dimensión múltiple a partir de la decisión de Reforma del Estado del año 1989.

El rol Regulador del Estado adquiere significación en tanto se delega y se transfiere su función de productor de Bienes y Servicios Públicos -¿se delegaría la producción de Bienestar?-, se cede el liderazgo al mercado y al sector privado en tanto la sociedad le demanda, ya inmersa en la globalización y permeable a los cambios tecnológicos.

En nuestro caso, los cambios de régimen político en el año 2000, la abrupta sustitución a fines de 2001 y la asunción del nuevo gobierno en el año 2003, no han profundizado la Modernización de la Gestión Pública. Al agotarse la primera etapa privatizadora tanto como la segunda, en Argentina se ha acelerado e incrementado el financiamiento por fideicomisos públicos, no previstos en el nuevo régimen de administración financiera pública sobre el que se había pivoteado la Reforma de los ’90, para instaurar una cultura gerencial y de eficiencia y eficacia. Si bien el marco jurídico se amplió principalmente con dos leyes que introducen instrumentos que mejoran el gerenciamiento y la evaluación de los resultados, las mismas no se encuentran totalmente operativas a la fecha (Leyes 25.152 -1999- y 25.917 -2004). 

Se han relevado todos los fondos fiduciarios públicos, y en esta etapa se han seleccionado algunos entes reguladores nacionales de las privatizaciones y concesiones de servicios públicos. Se caracteriza a los mismos de acuerdo con criterios y aportes académicos resumiendo el enfoque económico, neoinstitucional y de evaluación de la Nueva Gestión.

Se han investigado los objetivos de su misión de acuerdo con los contratos, la evolución presupuestaria desde que fue obligatorio que consolidaran en el Presupuesto Nacional, el tipo de evaluaciones de Control Interno y Externo, así como el de la Unidad encargada de la Renegociación de los Contratos con las empresas licenciatarias de los servicios públicos, y las exposiciones de evaluación presupuestaria vigente e información estadística. Se han efectuado  entrevistas con autoridades de los Fondos Fiduciarios y de los Bancos que operan como fiduciarios. Finalmente se ha tenido en cuenta, sólo para un sector, el Plan Energético Nacional y su financiamiento previsto, dada la vinculación de dicho plan con el tema que concentra nuestra atención.

MARCO CONCEPTUAL

Se apela a esquemas conceptuales de distintos autores –Stark, Lowi, Sancho, Oszlak, Gaetani, Saravia, Gómez Barros, Ramió Matas y Oril García Codina- para tratar de caracterizar a los Entes Reguladores de los sectores privatizados y a los Fideicomisos del Sector Público en Argentina. 

La “reconstrucción del Estado supone desarrollar la capacidad estatal de regulación tanto en su misión como en sus sistemas de gestión” C. Stark (2001).

En el enfoque institucional, “las instituciones son las reglas del juego formales e informales que operan como un sistema de incentivos para la conducta individual y organizacional para asegurar su cumplimiento y las organizaciones son los grupos de individuos para lograr objetivos comunes en el marco institucional vigente”. 

Con este concepto puede entenderse el Modelo de Desarrollo como conjunto de reglas económicas y sociales que caracterizan a una estructura de mercados y jerarquías dada. Así, el desarrollo institucional implica la transición desde un conjunto de reglas a otro más eficiente que reduce costos de transacción y responde mejor a las aspiraciones de la sociedad en su conjunto.

Siguiendo esta línea de pensamiento, cuando las organizaciones que se estructuran y operan de acuerdo a los objetivos, principios e incentivos de su marco institucional, aprenden desempeños más eficaces y eficientes, hablaremos de desarrollo organizacional.

El modelo de desarrollo debe generar un círculo virtuoso entre el sistema político, el judicial y la economía y la adaptación a los cambios tecnológicos y del entorno internacional para acentuar el bienestar de la mayoría de la población. 

Una premisa es que los hitos de la Reforma del Estado como las privatizaciones y distintas formas de transferencia de los bienes y servicios de interés público requirieron Políticas Públicas: el diseño, la formulación, decisión y control  de las mismas.

Se aplicará la tipología de políticas públicas que incluye interrelaciones de actores, procesos decisorios y centros institucionales en: políticas distributivas, redistributivas, regulativas y constitutivas de Lowi (1964, 1972, 1985) para dar ejemplos de lo acaecido en nuestro país.
Las distintas tipologías de redes de políticas públicas producidas por los estudiosos del tema incluyen estas dimensiones y variables: el número de actores presentes en la red; los ámbitos de actuación de los agentes; sus funciones básicas; las estructuras de relaciones; el grado de estabilidad de las mismas; los niveles de institucionalización; las reglas de conducta; las distribuciones de poder y las estrategias de acción de los actores. 

El análisis de la estructura institucional es especialmente útil cuando se lo replica en el caso de las dinámicas de interacción regulatoria. Por ejemplo, Katzenstein (1978) propone dos variables: a) la centralización del Estado y b) el grado de diferenciación entre Estado y agentes sociales. Traduciéndolas al campo regulatorio se puede analizar la regulación sectorial con variables análogas: a) la centralización o fragmentación del poder de regulación sectorial y b) la autonomía del regulador sectorial respecto a los grupos de interés del sector. Por extensión, se intenta identificar el comportamiento estatal cuando emplea la fiducia pública en el ámbito sectorial. 

Se suma la noción de redes de políticas públicas  de Schneider / Werle (1991), y se la refiere al tipo de estructura sectorial que emerge de la interacción de actores públicos y privados, donde los organismos públicos traducen la intermediación política, aunque siempre no sea el Estado el actor jerárquico o dominante. Subirats (1989).

Se emplea la clasificación ideal de interacción política en las redes de políticas sectoriales en la que Sancho (2003) vincula las tres dimensiones mencionadas: autonomía burocrática, concentración de la autoridad y movilización de los grupos de interés para analizar y dar ejemplos de casos en la experiencia argentina.

Finalmente se incorpora una perspectiva de control externo e interno en cuanto a su capacidad de analizar las políticas públicas regulatorias y de fideicomisos públicos, y de resguardar el interés público en la externalización de inversión y servicios públicos. 
DESAROLLO

LA REGULACIÓN
El rol regulador del Estado se cumple cuando más y mejor supervisa, estimula y promociona “la actividad de los mercados, la competitividad y el bienestar social”.

En el nuevo orden mundial, el sistema económico de la globalización, con el signo de la innovación tecnológica permanente, requiere instituciones estatales capaces de asumir el proceso de innovación de la  gestión pública”.

El estado pos-reforma supone motivar el desarrollo de mercados nacionales y externos, con organizaciones mínimas, descentralizadas, orientadas a resultados que se traduzca en mayor bienestar colectivo. Requiere avanzar hacia instituciones y organizaciones que interactuando minimicen los costos de transacción y optimicen los de producción y competitividad, con estabilidad macroeconómica y equilibrio fiscal (financiero).

Mientras las Reformas de primera generación se basaron en la desregulación, descentralización, privatizaciones, concesiones, achicamiento, reformas tributaria y monetaria, apertura del mercado y a la inversión extranjera directa, las de segunda generación profundizarían las mejoras en los mecanismos de gestión y control para obtener resultados menos costosos o más beneficiosos en términos colectivo y  de mercado. Estas reformas se centran en lograr una gestión con calidad y sentido de servicio público, el desarrollo de la gestión regulatoria y la modernización de los servicios sociales. ¿Qué acaeció en nuestro país? ¿Qué papel desempeñan los fondos fiduciarios en este marco?.

LA REGULACIÓN DE SERVICIOS PÚBLICOS PRIVATIZADOS COMO CAMPO DE INTERACCIÓN POLÍTICA

Lowi tipifica las políticas públicas, empleando el criterio de estructura de coerción del poder público y el efecto que tiene dicha intervención en los individuos. David Sancho (2003).

Las políticas redistributivas transfieren recursos de unos grupos de individuos, regiones o países a otros, es decir, otorgan beneficios a unos grupos sociales cuyos costos repercuten sobre otros grupos; incluyen también la provisión de determinados bienes que el gobierno insta a consumir como la educación elemental o la salud pública. Las políticas distributivas no imponen obligaciones a los individuos, si no que establecen privilegios en base a conductas individualizadas. Las políticas constitutivas determinan las reglas de la distribución de poderes en un entorno social, generando los procedimientos para la adopción de las decisiones públicas, "las reglas sobre las reglas". Lowi (1969). Las políticas regulativas serían aquellas formuladas por una autoridad pública con la intención de influir en la conducta de los ciudadanos, individual o colectivamente, mediante el uso de acciones punitivas positivas o negativas, imponiendo obligaciones y generando sanciones en caso de transgresión. David Sancho (2003).

El concepto de regulación como las acciones de un actor o ente público dirigidas al control del desarrollo de la actividad de los agentes de un determinado sector o mercado se relaciona con la propuesta tipológica de Lowi (1985). 

La “REGULACIÓN” alude a un conjunto de prácticas y reglamentaciones mediante las cuales el gobierno modifica u orienta la conducta y /o la estructura de una industria o servicio público o privado con el objeto de: a) minimizar costos de transacción  asociados a factores institucionales; y b) perfeccionar la eficiencia y equidad de los mercados de acuerdo con el interés social. Aunque en la práctica puede considerarse como un sistema de incentivos, la regulación  difiere de las políticas de subsidio o tributación  que afectan indirectamente la conducta de los agentes económicos. Stark (2001).

Las reglas de la regulación involucran un conjunto variado de formas de control, limitando “las elecciones y las actividades de los sujetos presentes en un área sectorial”. Baldwin / Cave (1999). Para Majone (1997) la regulación es un “producto resultante de la interacción entre las partes actuantes en una red de política pública sectorial y de sus procesos de ajuste”. Por lo tanto es “un proceso político”. 
Esta dinámica sustenta los modos de intervención regulatoria. En cada opción regulatoria subyacen procesos de interacción política, lucha de poder entre los distintos actores presentes en dicho campo específico de intereses. Dichos modos pueden ser estudiados a partir de la estructura de juegos de poder como “intercambios de recursos o información en la red de actores presentes en una política determinada”. Tollison (1991).

UNA VISIÓN ECONÓMICA SOBRE LA INTERACCIÓN REGULATORIA. LA NOCIÓN DE “CAPTURA”.

La intervención pública a través de instrumentos regulatorios adquiere sentido por el interés público. Así el Estado utiliza el poder coercitivo con el objetivo de establecer unas “reglas de juego” que aseguren el funcionamiento del mercado, sin conductas abusivas por parte de los agentes dominantes sobre los demás actores presentes en el campo sectorial. Puede ocurrir que “legisladores, funcionarios y grupos de interés intenten deformar los objetivos teóricos de la regulación para favorecer sus propios intereses”.

Stigler (1971) sostuvo que los líderes políticos necesitan una coalición de apoyo para asegurar su acceso al poder. Por ello pueden valorar los aportes de recursos que puedan ofrecerles los grupos de interés. Si hubiera intercambio de intereses, existe la “posibilidad de que el responsable de la regulación tienda a favorecer sistemáticamente los intereses de las corporaciones privadas y olvide la defensa del interés público”. En esto radica el concepto de captura de Stigler (1971).

Así, desde esta perspectiva, “las empresas presentes en un sector económico, para intentar maximizar la obtención de beneficios, buscarán reducir la posible competencia y obtener subsidios del gobierno”. Stigler (1971). Ejemplos: en el área de comunicaciones (telefonía), TELECOM en la región norte, y TELEFONICA en la región sur; en el sector de hidrocarburos, REPSOL YPF.

UNA VISIÓN INSTITUCIONALISTA: EL PODER REGULADOR Y LA RELACIÓN CON LOS ACTORES INTERVINIENTES: LA FRAGMENTACIÓN Y LA AUTONOMÍA REGULATORIA.

“La capacidad de control de los actores sobre las políticas que se generarán es desigual, y guarda relación con los recursos y capacidades de los que cada uno dispone y con las reglas de juego que influyen directamente en las formas de compromiso que se dan en el interior de la red”. Subirats (1989).

Las variables institucional-organizativas que caracterizan una determinada red de política regulatoria facilitan la comprensión del tipo de intermediación de intereses incentivados en ese campo sectorial. Thatcher (1998).

Katzenstein (1978) identifica dos variables relevantes: a) la centralización del Estado y b) el grado de diferenciación entre Estado y actores sociales. Esto traducido al campo regulador permite considerar análogamente para la regulación sectorial: a) la centralización o fragmentación del poder de regulación sectorial y b) la autonomía del regulador sectorial respecto a los grupos de interés del sector.

LA AUTONOMÍA DE LOS ENTES REGULADORES INDEPENDIENTES.

Los factores influyentes son: en primer lugar, los sistemas de participación en el proceso decisorio, en su apertura y transparencia.

Un segundo factor, es la definición legal de la autoridad y la concreción de los objetivos operativos que puedan actuar como garante de la independencia real del regulador.

Otra variable son los “sistemas de provisión de los puestos de dirección de la organización reguladora y el perfil profesional de sus cargos. Tres son los grupos típicos de cargos que ocupan la dirección de este tipo de instituciones: líderes políticos, funcionarios de carrera o miembros del poder judicial”.

La capacidad de generar información técnica es vital para garantizar la independencia del gestor de políticas públicas regulador. Mayntz y Scharpf (1975).

“El control externo sobre la actuación de la institución reguladora es otro condicionante de su independencia de actuación: la elección sobre la naturaleza del sistema de control del cuerpo regulador se convierte en una decisión crítica”. Spiller (1993). El control puede ser preponderantemente judicial o con un componente básico de responsabilidad política del regulador” directo frente al Poder Legislativo.

ENTES REGULADORES INDEPENDIENTES PERMITEN FRAGMENTAR EL PODER DE REGULACIÓN SECTORIAL.

“Como sostiene Moe (1991): una vez el organismo regulador está creado, sus miembros se convierten en actores políticos, con poderosos recursos (conocimiento experto y autoridad delegada) y pueden tener intereses no del todo congruentes con los objetivos de la organización, por lo que deberá cuidarse de forma especial el diseño de este tipo de estructuras con competencias reguladoras.

Desde otra perspectiva, la delegación de la potestad reguladora puede ser entendida como una oportunidad para minimizar los costos políticos. Wood / Waterman (1994). Situando en un organismo independiente ciertas competencias reguladoras, los legisladores no sólo se ahorran tiempo y preocupaciones, sino que también se libran de la responsabilidad política directa inherente a las decisiones tomadas.”

LA REGULACIÓN DESDE UNA VISIÓN ECONÓMICA CON REVISIÓN DE LA GESTIÓN PRESUPUESTARIA Y DEL CONTROL INTERNO Y EXTERNO DE LAS AGENCIAS REGULADORAS. 

Esta es la fórmula clásica para mejorar la calidad de los marcos regulatorios de la OECD, cuyo decálogo se tomó en cuenta en los países más desarrollados.
La primera regla respecto de las etapas más críticas del proceso de formulación y gestión de políticas públicas es la necesidad de una definición correcta del problema. La segunda se refiere a la justificación para la açción gubernamental. La tercera recomienda efectuar el análisis de la mejor forma de intervençión gubernamental en el problema de regulación. La cuarta está orientada a la problemática de sustentabilidad legal de las açciones regulatorias. La quinta focaliza en la ardua cuestión del nivel de gobierno apropiado para ejercer la actividad regulatoria. La sexta incluye la necesidad de tratar la cuestión regulatoria con la óptica de  costo-beneficio. La séptima se concentra en la transparencia del funcionamiento de los  contratos regulatorios. La octava lidia con el problema da accesibilidad de los marcos regulatorios a los usuarios, a las empresas y ONGs. La novena define la importancia de  incorporar la visión de todas las partes interesadas en el proceso de definición del marco regulatorio. La décima plantea los mecanismos destinados a la acción. Gaetani (2003)

Resulta útil para caracterizar las fórmulas adoptadas en nuestro país.
CARACTERIZACIÓN DE ENTES REGULADORES EN EL SECTOR PÚBLICO NACIONAL ARGENTINO

Si bien hay bastante consenso al respecto, las preguntas de Stark nos permiten identificar los “elementos de misión” y facilitaron el análisis, la evaluación y la síntesis que se expone en las siguientes tablas.

ELEMENTOS DE MISIÓN: responden a la pregunta ¿Por qué regular?
· Garantizar el acceso al servicio (universalidad)  de todas las áreas geográficas y de todos los sectores sociales. Se considera la fijación de tarifas base para garantizar el acceso de sectores de menores recursos. En el primer caso, lo importante es el acceso al servicio, es decir, se privilegia la oferta. En el segundo, prima que el servicio tenga un precio apropiado de acuerdo a objetivos  sociales, es decir, se privilegia la demanda. Subyace que la oferta ya se alcanzó. 
· Proteger los intereses de los usuarios y responder a sus consultas y reclamos.

· Supervisar las operaciones de monopolio público u otros operadores. En caso de monopolios o mercados poco competitivos, el regulador debe supervisar la operación y la acción comercial de las empresas. Por ejemplo, mediante regulación de precios consistentes con la atracción de inversiones al sector  y con la calidad deseada del servicio.

· Garantizar las condiciones técnicas para una operación efectiva del servicio. A medida que los procesos de privatización y apertura introducen mayor competitividad en los mercados, como en las telecomunicaciones, se especifican condiciones técnicas y económicas entre empresas competidoras.

· Estímulo a la innovación. El regulador debe crear el ambiente para el crecimiento y el desarrollo del servicio. 

· Modificación de la estructura de la industria. Facilitando la entrada de nuevas empresas para fortalecer la competencia.

· Garantizar reglas similares para todos los competidores. Al fortalecer la competencia, debe lograrse un balance entre el estímulo a las nuevas empresas y la equidad para todos los participantes, sin discriminar a los existentes.

· Gerenciar los recursos comunes de manera efectiva y eficiente para todos. Por ej: derechos de agua, espectro, líneas de transmisión, gasoductos, etc.

Analizando las normas de creación de los Entes Reguladores, así como los informes de los Entes de Control, y en relación al grado de cumplimiento de las empresas licenciatarias de servicios privatizados y concesionados nacionales, se propone una categorización de la presencia y vigencia de los elementos de misión en cada uno de los Entes.
Los criterios utilizados son: 

Ningún Asterisco = Presencia Nula

Un (1) Asterisco = Presencia Deficiente

Dos (2) Asteriscos = Presencia Media

Tres (3) Asteriscos = Presencia Aceptable  

	Relevancia de los elementos de misión en Entes Reguladores Nacionales
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Fuente: Reelaborado a partir de Stark (2001).
¿Qué se debe regular?

· Autorizar a los operadores (licencias de operación).

· Establecer estándares técnicos y operacionales para los operadores y sus operaciones.

· Fijar estándares de calidad y monitorear la calidad del servicio.

· Regulación de precios.

· Establecer requisitos de publicación de estados financieros e informes públicos para los operadores.

· Determinar requisitos técnicos, financieros y administrativos de interconexión de redes, líneas de transmisión o gasoductos.

· Aprobación de planes operativos y estratégicos.

A la luz de los resultados, es en materia de garantías en provisión energética y de servicio público de agua potable y saneamiento donde el proceso privatizador muestra las falencias más graves en Argentina. En segundo lugar, en materia de transporte, tanto ferroviario como automotor, incluyendo la gestión portuaria y aeroportuaria. En tercer lugar, en materia de comunicaciones. Además de la inacaba revisión y renegociación de los contratos de las licenciatarias, las compensaciones tarifarias, la evolución de las transferencias presupuestarias al sector privado y público; el gasto público por sector económico y la aplicación de los recursos por fideicomisos sigue evidenciando una gestión pública paliativa  de las mencionadas deficiencias.
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Fuente: Elaboración Propia en base a datos de la Secretaria de Hacienda
LOS FONDOS FIDUCIARIOS
CONCEPTO

La palabra fiduciario proviene del latín fiducia, que quiere decir confianza. A su vez, el término fideicomiso deriva del latín fideicommissumm, en donde fides significa fe, y commissus, confiado. Su equivalente en inglés es el trust.

Los antecedentes de esta figura se remontan a la fiducia romana, que era un negocio mediante el cual una persona transfería a otra determinados bienes, confiando en que este último los administrara bien y fielmente para cumplir una finalidad determinada. 

El sustento fundamental era la confianza que el transmitente del bien depositaba en el receptor del mismo. La característica distintiva tenía que ver con el patrimonio fideicomitido, el cual se encontraba separado tanto del dueño del bien, como de quien fuera designado para su administración, por lo que se trata de un patrimonio autónomo afectado únicamente al destino determinado en el contrato.

ANTECEDENTES

En la Argentina, el uso de este instrumento estuvo contemplado en el Código Civil desde que fue aprobado en el año 1871. Pero recién la Ley 24.441 dio el marco normativo para los contratos de fideicomiso, desarrollando el concepto fiduciario que enunciaba el Art. 2662 de dicho Código.

La Ley fue promovida por el Banco Hipotecario Nacional con el objetivo de facilitar el financiamiento para la construcción de nuevas viviendas. Se sancionó el 22 de Diciembre de 1994, y se promulgó el 9 de Enero de 1995. 

Aunque su finalidad principal era la descripta, el contenido de la Ley es amplio.

El tema de los Fideicomisos es tratado en su Título I, en siete Capítulos sucesivos (artículos 1 a 26), contemplando dos especies: el Fideicomiso Común u Ordinario (Artículos 1 a 18) y el Fideicomiso Financiero (Artículos 19 a 24). Los artículos 25 y 26 regulan la Extinción del contrato.

El concepto de Fideicomiso aparece en el Art. 1º de la Ley, el cual enuncia que "habrá fideicomiso, cuando una persona (fiduciante), transmita o se obligue a transmitir la propiedad fiduciaria de bienes determinados o determinables a otra (fiduciario), quien se obliga a ejercerla en beneficio de quien se designe en el contrato (beneficiario), y transmitirlo al cumplimiento de un plazo al fideicomisario (que puede ser el fiduciante o el beneficiario)"
.

DIFERENCIAS

A diferencia de los contratos comunes en los que se reconocen solo dos partes, en los fideicomisos pueden distinguirse cuatro:

a) El fiduciante, que es la persona que siendo el propietario original, CONSTITUYE el Fideicomiso, transfiriendo su propiedad o dominio. Es quien instruye al fiduciario los encargos que deberá cumplir, y también quien determina el/los beneficiario/s y el/los fideicomisario/s.

b) El fiduciario, que podrá ser cualquier persona física o jurídica. Es la persona a quien se transfieren los bienes y la que está obligada a administrarlos para el cumplimiento de la finalidad del contrato. En realidad es meramente un ADMINISTRADOR de esa propiedad, a la que él no le saca ningún provecho, salvo los honorarios que perciba por su administración. 

c) El beneficiario, que es la persona en cuyo BENEFICIO se ha constituido el fideicomiso, o sea que es quien se beneficia con la renta que la explotación de ésta, deducidos los gastos, le produzca. Cabe destacar que los beneficiarios pueden ser una o varias personas físicas o jurídicas. 

d) El fideicomisario, que es el DESTINATARIO FINAL de los bienes, o sea que es la persona a quien, pasado un tiempo o cumplidas las condiciones, se le volverá a transmitir el dominio de la cosa por parte del propietario fiduciario. Normalmente, ocurre que el beneficiario y el destinatario son una misma persona. Por expresa prohibición legal, el fiduciario no puede transformarse nunca en fideicomisario. 

FIDEICOMISOS PÙBLICOS

Los fideicomisos pueden ser públicos o privados, como lo pueden ser otros tipos de contratos. El carácter público que se le asigna tiene que ver con el grado de participación del estado en dicho contrato.

Es importante destacar que la figura del Fideicomiso Público no se encuentra tipificada en la legislación actual. Ni siquiera existe una definición jurídica relacionada a la misma, ni una diferenciación con la figura del fideicomiso privado. No obstante, por analogía se aplica la Ley 24.441. 
Kiper y Lisoprawski  definen al Fideicomiso Público como un “Contrato por medio del cual la Administración, por intermedio de alguna de sus dependencias facultadas y en su carácter de fiduciante o fideicomitente, transmite la propiedad de bienes del dominio público o privado del Estado, o afecta fondos públicos, a un fiduciario (por lo general instituciones nacionales o provinciales de crédito), para realizar un fin lícito, de interés público”
.

Según esta definición, dichos fideicomisos se constituyen mediante la transferencia de bienes y/o fondos correspondientes total o parcialmente a entidades y/o jurisdicciones que dependen del Poder Ejecutivo Nacional. Se crean con una finalidad específica y con reservas de liquidez para garantizar los pagos de los compromisos asumidos.

Existen dos diferencias esenciales que distinguen al fideicomiso público del privado. En primer lugar, la celebración del contrato es una fase dentro de un proceso, ya que existe un procedimiento que se inicia con la sanción de una Ley que da viabilidad al fideicomiso, la cual fija sus objetivos y características, determina las condiciones y términos a que se sujetará la contratación correspondiente y regula la constitución, el incremento, la modificación, organización, funcionamiento y extinción de los fideicomisos. En consecuencia, un cambio en el destino de sus fondos debería ser determinado mediante la sanción de una nueva ley. 

En segundo lugar, la finalidad perseguida es de interés general y contribuye al bienestar común.

En sus comienzos (a principios de la década del `90), se trató de una iniciativa destinada a resolver la necesidad de mayor flexibilidad en el manejo de los recursos asignados a obras de infraestructura, de forma de proteger dichas inversiones frente a ajustes en el presupuesto, y romper con la rigidez del gasto público. Cabe recordar que los recursos que se gastan dentro del presupuesto nacional poseen ciertas restricciones, que en ocasiones tornan demasiado engorrosa la gestión.

Paralelamente, se puede decir que llegaron justo a tiempo para reemplazar a los recursos de asignación específica limitados mediante el Art. 23 de la Ley 24.156, sobre los cuales existían grandes reparos por su manejo discrecional y poco transparente.

La utilización de la figura resultaría conveniente frente a ciertas necesidades sociales o económicas, sobre todo cuando es necesario separar un patrimonio y sujetarlo a reglas diferentes debido a que se relaciona con un problema concreto, lográndose amortiguar los eventuales efectos de una crisis que obligue a recortar, en tiempos de penuria, las partidas asignadas en épocas de buena recaudación. Mediante este mecanismo se aseguraría la finalización del proyecto al margen de los vaivenes que pudiera sufrir la economía, lográndose evitar que la “mano” del ministro de economía de turno barriera con las disponibilidades de caja.

En consecuencia, su uso se encontraría limitado a casos específicos donde los objetivos de política pública no pudieran ser alcanzados mediante la ejecución normal del presupuesto.

EVOLUCIÓN NORMATIVA
A pesar de que el primer fondo data del año `95 (Fondo Fiduciario para el Desarrollo Provincial - Dec. 286/95), no se ha sancionado todavía una norma general que establezca los lineamientos a los cuales debe sujetarse el funcionamiento de los fideicomisos públicos. 

En principio, su único sustento jurídico proviene de la Ley 24.441, pese a que la misma no hace mención alguna a los fideicomisos en los cuales el estado tiene participación. 

En consecuencia, cada fondo se rigió principalmente por las disposiciones contenidas en su propia Ley de creación.

Recién a fines de la década pasada se comenzó a reglamentar en forma parcial su uso, con la intención de cubrir ciertos aspectos comunes.

En efectos, el primer paso se dio con la sanción de la Ley 25.152 (de Solvencia Fiscal) en el Año 1999, la cual estableció la inclusión en el Presupuesto Anual de la Nación, de los flujos financieros que se originen por la constitución y uso de los fondos fiduciarios (Art. 2º). Esto obligó a la Secretaria de Hacienda a elevar anualmente al Congreso el detalle de los fondos existentes, junto con sus objetivos de política y la totalidad de los recursos previstos. 

Mediante la sanción de la Ley 25.401 (Presupuesto del Año 2001) se logró un nuevo avance, ya que se obligó a los agentes fiduciarios de los fondos integrados total o parcialmente por bienes y/o fondos del estado nacional, a suministrar a la Secretaria de Hacienda la información que esta requiera, en especial aquella relacionada con los estados presupuestarios, contables y financieros de los fondos involucrados, conforme a los lineamientos que a tal efecto determine dicha secretaria (Art. 34º).

A través de la Ley 25.565 (Presupuesto del Año 2002) se introdujeron nuevas exigencias, a saber:

Se estableció que toda creación de fondo fiduciario integrado total o parcialmente con bienes y fondos del Estado Nacional requiere del dictado de una Ley (Art. 48). Se exceptuó del cumplimiento de esta disposición al Banco Nación y al BICE, en lo que respecta a aquellos fideicomisos cuyo destino sea el otorgamiento de asistencia crediticia dentro de los límites de sus objetos sociales.

Se aprobaron por primera vez los flujos y usos de cada fideicomiso para el ejercicio correspondiente (Art. 49)

Se definió una metodología a seguir para realizar modificaciones presupuestarias, reservando al Ministerio de Economía aquellas que impliquen alteración con signo negativo del resultado económico o financiero, o el incremento del endeudamiento autorizado. A su vez se estableció la obligatoriedad de informar al final del ejercicio financiero a la Contaduría General de la Nación el cierre de sus presupuestos, acompañando un informe de gestión sobre los resultados obtenidos (Art. 50).

Se determinó que los fondos no podrán tener personal a su cargo (tanto permanente como temporario); los mismos deberán integrar las plantas de personal de las jurisdicciones de las cuales dependen. Dichos gastos en personal podrán ser financiados a través de transferencias a las jurisdicciones y/o entidades. La facultad de realizar las modificaciones necesarias en las plantas de personal recayó sobre el Jefe de Gabinete (Art. 51).

Se obligó a los fideicomisos a cumplir con las disposiciones contenidas en la Ley de Administración Financiera, por lo que pasaron a formar parte del denominado Sector Público Nacional, modificándose el Art. 8 de la Ley 24.156 (Art. 70º). Esto obligó a la Sindicatura General de la Nación a reformular su estructura y crear una Coordinación de Fondos Fiduciarios, la cual tiene a su cargo el control sobre los mismos (Resol. SIGEN; Nº 29/02). 

Por último, la Ley 25.917 (de Responsabilidad Fiscal) del Año 2004 extendió la obligación de incluir en las Leyes de Presupuesto Anual, la previsión de todos los recursos, de carácter ordinario y extraordinario, afectados o no, de los fondos fiduciarios. El plazo máximo otorgado fue de dos (2) ejercicios fiscales, contados desde la sanción de la Ley. A su vez estableció un instructivo para la elaboración de los presupuestos de los fondos, y otro para la confección de la ejecución económico financiera.

No obstante los esfuerzos mencionados, también se han dictado normas que atentan gravemente contra la esencia de la figura; tal es el caso del Decreto 906 del 20 de Julio de 2004, mediante el cual el Poder Ejecutivo habilitó el uso de los recursos que se encuentran temporalmente ociosos en los fondos. 

Según el mismo, el Ministerio de Economía puede destinar las disponibilidades liquidas y sin aplicación a la inversión en instrumentos financieros emitidos por entidades públicas y privadas cuyo destino directo o indirecto sea la financiación de obras de infraestructura emprendidas total o parcialmente por el estado nacional, las provincias o los municipios; y/o letras emitidas por la Tesorería General de la Nación (T.G.N.), por un plazo máximo de 90 días.

La aplicación de dichos montos congelados dota al Gobierno Nacional de fluidez de recursos, con los cuales puede atender necesidades transitorias, aunque esto implique ignorar la finalidad original de cada fideicomiso.

EVOLUCIÓN FINANCIERA

Desde la sanción de la Ley 24.441 hasta la fecha, se han creado un total de 21 fondos fiduciarios, de los cuales 16 se encuentran operativos. 

De ese total, 7 fueron creados durante el mandato del Dr. Carlos Menem, otros 7 en el gobierno del Dr. Fernando De la Rúa, 1 durante la presidencia del Dr. Eduardo Duhalde, y los 5 restantes durante la actual gestión del Dr. Néstor Kirchner. 

Ese crecimiento sostenido en el número de fondos, fue acompañado por un incremento geométrico de los recursos asignados anualmente. De los $ 633.651.711 presupuestados para el año 2001, se ha pasado a $ 5.947.296.858 para el año 2007. En términos porcentuales, equivale a un aumento de más del 940%. 
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Fuente: Elaboración Propia en base a datos de la Secretaria de Hacienda
Como dato adicional, sólo 7 fideicomisos concentran más del 95 % de los recursos y gastos.

En cuanto al patrimonio fideicomitido total, el mismo asciende a la suma de $ 13.444.360.998,19 al 31/12/05.
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Fuente: Elaboración Propia en base a datos de la Secretaria de Hacienda

Cabe recordar que los fideicomisos nacieron con el objetivo de eludir las restricciones que sufrían las cuentas públicas por los vaivenes de la economía, ya que los recursos se depositan en una cuenta bancaria especial con el fin de asegurar la disponibilidad de caja. 

A esto se suma que al no encontrarse contemplada en la actual legislación la posibilidad de confeccionar presupuestos plurianuales (estos es, votar gastos que excedan el período a presupuestar), resulta muy difícil asegurar el financiamiento y la estabilidad de un programa público. Mediante el uso de esta figura se logra apartar una cierta cantidad de fondos, con el fin de que sean aplicados únicamente al problema seleccionado. Así se garantiza que los recursos estén disponibles al momento de enfrentar los vencimientos, evitando que la obra se paralice por falta de fondos (lo cual dilata los tiempos e incrementa los costos). De esta forma, se evita que los recortes presupuestarios puedan afectar la marcha del proyecto.

Dado que los recursos de los fondos constituyen una unidad patrimonial autónoma, no se encuentran sujetos al sistema de programación de la ejecución que rige para la Administración Nacional (cuya expresión son las cuotas de compromiso y devengado), lo cual brinda una mayor flexibilidad en el manejo de los mismos.

No obstante, esto no significa que estén exentos de cumplir con otras normativas propias del sistema de administración financiera gubernamental.

La operatoria general puede resumirse de la siguiente forma: una vez promulgada la Ley que da viabilidad al fideicomiso, el estado nacional, a través de alguna de sus entidades o dependencias, cede un conjunto de bienes o flujos de fondos que se ponen a resguardo de un fiduciario, y define un conjunto de metas y acciones. Dichos bienes dejan de formar parte del patrimonio nacional, pasando a constituir un patrimonio autónomo afectado a la finalidad perseguida en la Ley que le dio origen al fondo. El fiduciario, que normalmente es una entidad financiera pública, es quien administrará el fideicomiso, ateniéndose exclusivamente a los términos del contrato; como contrapartida, recibirá una compensación. En la medida en que las actividades detalladas en el plan de acción se vayan cumpliendo, esto es, contra las certificaciones que emita el órgano de administración, el fiduciario irá desembolsando los fondos. 

De esta manera, se logra la operatividad y ejecutividad necesarias, ya que los recursos se encuentran afectados exclusivamente a la solución del problema seleccionado. 

Se trata entonces de una interesante herramienta para la implementación de políticas de estado, por su direccionamiento a resultados y su alto grado de flexibilidad, que permite que las acciones se vayan adaptando al avance de las obras. 

Resulta importante remarcar que la flexibilidad en la ejecución tiene ciertos límites; estos se encuentran relacionados a las facultades reservadas al Ministerio de Economía, en lo relativo a realizar modificaciones presupuestarias que impliquen alteración con signo negativo del resultado económico o financiero, o el incremento del endeudamiento autorizado. 

Las demás modificaciones pueden ser aprobadas por Resolución del Responsable del Fondo, el cual se encuentra obligado a remitir a la Oficina Nacional de Presupuesto copia autenticada del acto y los antecedentes que fundamentan la medida. Dicha Resolución quedará firme si pasados quince (15) días de recibida dicha Oficina no opusiera reparos formales y de razonabilidad a la modificación.

En resumen, el uso de la figura se encuentra justificado en aquellos casos en que los objetivos de política resulten imprescindibles para el desarrollo social y/o económico de un área o sector, y no puedan ser alcanzados mediante la utilización de otras herramientas incluidas dentro del marco del sistema presupuestario. En tales casos, resulta necesario aislar los activos en un patrimonio separado, de forma de afectarlos a un problema específico. Si las condiciones y el marco legal se encuentran claramente definidos, como así los objetivos y las acciones, no deberían existir obstáculos ni desvíos respecto de los resultados esperados. Dado que la Ley exige además indicadores de desempeño y resultados, en la medida que se cumpla este requisito –mediante su exposición pública-, la ciudadanía podría verificar la correcta aplicación de los fondos.
Ahora bien, aunque se trata de un instrumento excepcional previsto para fines específicos, se ha transformado en la práctica en un mecanismo de reparto de fondos totalmente discrecional, a través del cual se ha quitado a los recursos del control presupuestario. El fiduciario actúa generalmente como un simple agente contable, y deja a discreción del órgano de administración el manejo de los fondos (al ser el fiduciario una entidad financiera estatal, resulta poco clara la separación con el fiduciante).

En vez de encontrarse asociados a la inversión pública, alrededor del 80% de los recursos ejecutados en los últimos seis (6) años han sido destinados a subsidiar gastos corrientes. Sólo un escaso 20 % no desvirtúa la finalidad del instrumento fiduciario, aplicándose finalmente a obras de Infraestructura.

Ello demuestra que la flexibilidad en el manejo de los fondos se ha llevado a extremos inimaginables.

APLICACIÓN DE LAS TIPOLOGIAS ANALITICAS DEL MARCO CONCEPTUAL A CASOS DE ENTES REGULADORES Y FIDEICOMISOS PUBLICOS EN ARGENTINA

	
	Políticas con efectos directos sobre la conducta de los individuos.
	Políticas con efectos indirectos sobre la conducta de los individuos.

	Políticas que imponen obligaciones.
	Políticas regulativas: las reglas imponen obligaciones a los individuos. Ej: las leyes 24.065 (de los servicios de energía eléctrica), 24.076 (del gas), CNC (teléfonos), CNRT (transporte), ORSNA (aeropuertos), intervención estatal en la economía (al reasumir correos, aguas, algunos servicios ferroviarios, crear la empresa estatal de energía, etc.), etc.
	Políticas redistributivas: las reglas imponen clasificaciones o status. Ej: cuando se otorgan compensaciones a usuarios / regiones, con tarifas diferenciales en los servicios, o a través de fondos fiduciarios públicos.

	Políticas que establecen poderes y privilegios.
	Políticas distributivas: las reglas confieren facilidades o privilegios incondicionalmente. 

Ej: subsidios o subvenciones hacia determinadas actividades: fondo fid. de consumo residencial de gas, compensación a pasajeros de transporte automotor, ferroviario, a empresarios y usuarios de peajes, transferencias al sector privado y público para finalidades específicas, fondos fiduciarios de promoción económica y de infraestructura, etc., en relación a los beneficiarios.
	Políticas constitutivas: las reglas confieren poder y autoridad. Ej: normativa que establece la separación de poderes en un estado. La CN de 1994 garantiza el nuevo rol del estado, a partir de las facultades otorgadas a cada poder. Dicha separación se restringió con las 3 Leyes de emergencia que delegaron atribuciones del poder legislativo al ejecutivo. A su vez, entre los años 1995 y 2001 los fideicomisos públicos fueron una extensión del mercado de capitales a la gestión pública, sin mediar intervención del poder legislativo (ni del órgano de control externo).
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Fuente: Elaboración Propia en base a datos de la Secretaria de Hacienda
El gráfico anterior muestra la distribución porcentual por sector asignada por el Estado Nacional sólo a través de Fideicomisos Públicos, donde más del 70% operó como gestión distributiva, paliativa de fallas del mercado, de su regulación y de la falta de planificación de la inversión en servicios públicos. De ese 70%, a la fecha se está estimando el monto total devengado con fines redistributivos, por la falta de información pública actualizada. 

Es necesario observar la asignación de recursos presupuestarios que se suman a los de los fideicomisos, con mayor notoriedad en los sectores de energía, transporte y recursos hídricos.
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Fuente: Elaboración Propia en base a datos de la Secretaria de Hacienda
Este gráfico ilustra que el proceso regulador en Argentina no logró asegurar las inversiones previstas, en especial en los sectores  transporte y energía.

El servicio básico de agua potable y saneamiento amerita un análisis diferente, si bien queda reflejado un leve incremento de la participación estatal en su financiamiento desde el año 2003.

CARACTERÍSTICAS ORGANIZATIVO-INSTITUCIONALES DE LAS REDES DE POLÍTICA Y FORMAS DE INTERACCIÓN POLÍTICA QUE SE GENERAN. 

	Grado de centralización del poder de regulación o asignación sectorial.
	Centralización del poder de regulación DEBIL.

Ej: CNC (comunicaciones), CNRT (transporte), Ministerio de Economía.
	Centralización del poder de regulación DEBIL.

Ej: ETOSS (agua), CNRT (transporte), Puertos, Ministerio de Economía.
	Centralización del poder de regulación o asignación FUERTE.

Ej: UNIREN (revisión de contratos), Ministerio de Planificación (infraestructura).
	Centralización del poder de regulación  o asignación FUERTE.

Ej: UNIREN (revisión de contratos), Ministerio de Planificación (infraestructura), AySA.

	Autonomía del regulador sectorial / comité de administración respecto a los agentes privados.
	Autonomía FUERTE.

No hay ejemplos en Argentina.


	Autonomía DEBIL.

Ej: CNC, ETOSS, CNRT,

OCCOVI (vial), Puertos, ENARGAS, ENRE.
	Autonomía o asignación FUERTE.

Resulta difícil identificar ejemplos tanto de entes reguladores como de fideicomisos públicos.
	Autonomía o asignación DEBIL.
Ej: CNC, CNRT, ORSNA, ETOSS, ENARGAS, ENRE.

	FORMAS DE INTERACCIÓN POLÍTICA QUE SE GENERAN 
	Interacción Pluralista.

No hay ejemplos en Argentina (la consecuencia mas grave son los conflictos inter-jurisdiccionales que limitan la toma de decisiones).
	Interacción Pluralista Clientelar.

Ej: cambios en los porcentajes accionarios de algunas empresas (entre 1990-99 y 2002-06).
	Interacción Corporatista.

Ej: energía, transporte, comunicaciones, reestatización de empresa de agua, correo y energía.
	Captura.

Ej: transferencias a empresas del sector energía, transporte, y a provincias sin accountability; fideicomisos públicos.


Fuente: Reelaboración propia a partir de Sancho (2003) y Katzestein (1978)

En relación a estos ítems, se graficó el uso de Fideicomisos Públicos por Jurisdicción en el ámbito nacional de Argentina de la siguiente forma. 

[image: image6]
Fuente: Elaboración Propia en base a datos de la Secretaria de Hacienda
A esta altura del análisis, resulta importante retomar la visión económica de la Captura: “las empresas de los sectores regulados pueden ofertar bienes apetecibles por los políticos; la financiación de los aparatos de los partidos políticos es una de las formas principales de generación de influencia, también las contribuciones a las campañas políticas, el ofrecimiento de puestos de trabajo lucrativos en las empresas del sector, las aportaciones dinerarias directas, la asesoría técnica y el facilitar la obtención de status y prestigio frente a la opinión pública. El proceso político, que generará resultados (outputs) regulativos, concebido como sistema en el que impera la racionalidad económica, facilitaría que el político esté interesado en conferir protección regulativa a los grupos de interés si los costos políticos que supone intervenir en el mercado son compensados por los beneficios políticos que obtendrá de los grupos que persiguen el cambio regulador” Olson (1991)

Aplicando el marco conceptual, se pretende sintetizar la situación actual de resultados en la provisión y satisfacción de servicios básicos con responsabilidad del estado nacional, mediante la reelaboración del cuadro expuesto a continuación.
CONCENTRACIÓN, AUTONOMÍA DEL PODER PÚBLICO Y MOVILIZACIÓN COMO GENERADORES DE LA INTERACCIÓN POLÍTICA EN LAS REDES DE  POLÍTICAS PÚBLICAS. 

	
	Poderes Estatales

	
	fuerte autonomía
	baja autonomía
	fuerte autonomía
	baja autonomía

	
	Alta concentración
	alta concentración
	baja concentración
	baja concentración

	Grupos de

interés:

Grado de

movilización bajo
	Dirección

estatal.

Ej: agua, correo, saneamiento, fideicomiso de desarrollo provincial (y algunos ej, del sector ferroviario).
	interacción pluralista.

Resulta difícil identificar ejemplos.
	interacción

pluralista.

ETOSS, AySA, Medio Ambiente.
	interacción

pluralista

clientelar

Ej: ENRE, ENARGAS, ORSNA.

	Grupos de

interés:

Grado de

movilización alto
	interacción

corporatista

Ej: ENRE, ENARGAS, fideicomiso de desarrollo provincial.
	captura

Ej: fideicomiso y ente regulador del transporte, ENARGAS, ENRE.
	interacción

corporatista

Ej: CNC (telecomunicaciones).
	captura

Ej: CNRT, fideicomisos de infraestructura. 


Fuente: Reelaborado a partir de Sancho (2003) y Atkinson / Coleman (1989)

Si aplicamos el modelo de Atkinson / Coleman (1989) al ámbito de las políticas regulatorias y de financiamiento por fideicomisos públicos, la interacción pluralista se ajustaría a las pautas del modelo pluralista ideal, combinándose la falta de autonomía y la dispersión del poder público regulador junto con la fragmentación de los grupos de interés, ya sea “porque su organización es muy rudimentaria o porque existen intereses diametralmente opuestos en un mismo sector”, y como resultado ningún grupo posee el monopolio del poder.
Analizando la asignación de recursos por jurisdicción, se observa que al inicio fueron decisiones del Poder Ejecutivo concentradas en el ámbito del Ministerio de Economía, que en durante los primeros 3 años ejecutó mas del 95 % de los fondos asignados. 

A partir de 2004, se transfirió dicho poder a la jurisdicción del Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios.

Dicha transferencia de poder se acentuó durante el último año, en el cual el Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios concentró casi el 80 % de los recursos.


[image: image7]
Fuente: Elaboración Propia en base a datos de la Secretaria de Hacienda
La concentración de poder y escasa fragmentación se incrementó en 2006 como muestra el gráfico anterior, exponiéndose a casos de captura o pluralismo clientelar en la denominación de Atkinson / Coleman (1989), en que las instancias estatales pasan a defender los intereses de los grupos preponderantes quienes, a cambio, proporcionan recursos (económicos, de información, de asistencia técnica) a los reguladores y gestores públicos con mayor empleo de Fideicomisos.

Este sistema de interacción se basa en una fuerte dependencia mutua entre regulador o gestor público que preconiza financiar por Fondos Fiduciarios y grupo de interés. La instancia reguladora y la gestión de la inversión en Servicios Públicos restringe su capacidad de  formulación de políticas de forma independiente y puede proceder sólo a su implementación con la información y recursos de los grupos sectoriales. 

La expansión del gasto a través de los Fondos Fiduciarios Públicos, con la celeridad y flexibilidad que los mismos permiten, ha reemplazado los mecanismos institucionales por externalización de la inversión pública o de los servicios públicos a los que se destinen, casi “sin regulador”. Durante el presente año, los sucesos de público conocimiento (caso Skanka, desabastecimiento energético, compensación de reclamos salariales vía subsidio en el caso de las empresas de transporte), refuerzan este modelo de gestión, desvirtuando aún más la finalidad de la figura fiduciaria. 
En cambio, la gestión “por fideicomisos” en el ámbito de la hacienda pública se puede tipificar en el cuadrante de “Dirección Estatal” y en otros casos como Interacción Corporatista. Por decisión política más que técnica, se resuelven situaciones de crisis y de emergencia (pos crisis del Tequila) -por ejemplo el fondo fiduciario de desarrollo regional-, 2001-2002 con default y salida de la convertibilidad, vulnerando el régimen legal de administración financiera, legislando por ley anual de presupuesto, evitando su caducidad al convertir tales disposiciones en permanentes sin discusión parlamentaria y sin parámetros de evaluación (Ley 11.672 y distorsión de la Ley 25.152). En el segundo caso, pueden haberse atenuado los conflictos y presiones internas, sociales, internacionales, de distribución del poder político de los estados provinciales –entre los más notorios- facilitando su resolución por la vía de subsidiar, subvencionar o financiar, “por fuera” de la administración presupuestaria vigente, con escasa o nula discusión de los marcos legales generados al efecto. ¿Improvisación, táctica o discrecionalidad articulada?.
Respecto de los sectores beneficiados dentro de los gastos clasificados como infraestructura, estos fueron: 


[image: image8]
Fuente: Elaboración Propia en base a datos de la Secretaria de Hacienda

En relación al destino de los fondos, la mayor parte de los recursos se relacionan con gastos de infraestructura (no implicando en todos los casos un incremento de los activos del sector público), y en menor medida, al financiamiento de reformas. Respecto de los gastos de infraestructura, los fideicomisos públicos han limitado su accionar a transferencias al sector privado, para financiar gastos corrientes (aproximadamente en un 80%).
Realizando un análisis mas detallado, puede ejemplificarse gráficamente lo sucedido con el Fondo de Infraestructura Hídrica, por verificarse en este una mayor aplicación de los recursos a inversión. Sin embargo, queda restringido el concepto de la calidad del gasto, en la medida que se viabiliza mediante transferencias a provincias o empresas, de forma de acelerar la ejecución. 

[image: image9]
Fuente: Elaboración Propia en base a datos de la Secretaria de Hacienda
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Fuente: Elaboración Propia en base a datos de la Secretaria de Hacienda
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Fuente: Elaboración Propia en base a datos de la Secretaria de Hacienda

En estos gráficos puede apreciarse la aplicación realizada en obras de infraestructura hídrica, y estimar que la concentración de los recursos en Provincias como Buenos Aires y Santa Fé, puede correlacionarse con la reestatización del servicio básico.

LA FRAGMENTACIÓN DEL PODER DE REGULACIÓN SECTORIAL. 
Las transferencias presupuestarias del período 1993-2006 revelan la escasa fragmentación de la regulación de los servicios públicos, dado que se han concentrado primeramente en el Ministerio de Economía, y a partir de 2003 en el Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios. La falta de discriminación de las mismas dificulta la rendición de cuentas, y la posibilidad de extraer conclusiones sobre su aplicación.


[image: image12]
Fuente: Elaboración Propia en base a datos de la Secretaria de Hacienda
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Fuente: Elaboración Propia en base a datos de la Secretaria de Hacienda

La reactivación de la economía, la asincronía en la inversión y en la provisión de servicios energéticos, los cuestionados índices de inflación, los subsidios a las empresas proveedoras de servicios claves para sostener las tarifas, el aumento de la demanda como consecuencia de los incrementos salariales, las compensaciones salariales y tarifarias, explican la decisión política de incrementar las transferencias –en su mayoría corrientes- para contener el grado de insatisfacción de los diferentes actores –usuarios y agentes económicos-.
Esto provoca un debilitamiento institucional de la gestión regulatoria, que repercute negativamente en la transparencia y en la evaluación que realiza la ciudadanía respecto de la calidad y del costo del servicio por usuario.  


[image: image14]
Fuente: Elaboración Propia en base a datos de la Secretaria de Hacienda

Cabe aclarar que desde el año 2005, los entes reguladores no actualizan los indicadores básicos del sector, ni se obtiene información detallada respecto de la aplicación de los recursos por parte de los fideicomisos. En tal sentido, resulta difícil detectar la concentración de los beneficios en ciertas empresas, lo que debilita el ejercicio del control interno y externo.

El control de la Sindicatura General de la Nación (interno) y de la Auditoría General de la Nación (externo).

	Control sobre FONDOS FIDUCIARIOS en Argentina
	Instrumento Legal y Norma s/ Evaluación
	Evaluación Presupuestaria
	Control Interno (SIGEN)
	Control Externo Público (AGN)

	SECTOR / POL. PUB. QUE SATISFACEN
	Leyes 24.156, 25.152 y 25.917
	Obligatoria desde la sanción de la Ley 25.917. No operativo a la fecha.
	Obigatorio desde la sanción de la Ley 25.565.
	Obligatorio por CN y Ley 24.156

	Agua
	 
	 
	 
	 

	DE INFRAEST. HÍDRICA
	No opera aún con indicad. presup. por resultados (Ley 25.917) 
	Extrapresup. antes 2002, con indicadores publicados por la UCOFIN**
	Auditado a partir de 2003
	Auditado 2005

	Electricidad
	 
	 
	 
	 

	PARA EL TRANSP. ELECT. FED
	No opera aún con indicad. presup. por resultados (Ley 25.917) 
	Extrapresupuestario sin indicadores de resultados publicados
	Auditado a partir de 2003
	Auditado 2005

	Gas
	 
	 
	 
	 

	CONSUMO RESIDENCIAL DE GAS
	No opera aún con indicad. presup. por resultados (Ley 25.917) 
	Extrapresupuestario sin indicadores de resultados publicados
	Auditado a partir de 2003
	Auditado 2005

	Transporte
	 
	 
	 
	 

	SISTEMA INFRAEST. TRANSPORTE 
	No opera aún con indicad. presup. por resultados (Ley 25.917) 
	Extrapresup. antes 2002, con indicadores publicados por la UCOFIN **
	Auditado a partir de 2003
	Auditado 2005

	Infraestructura
	 
	 
	 
	 

	INFRAEST. REGIONAL
	No opera aún con indicad. presup. por resultados (Ley 25.917) 
	Extrapresupuestario sin indicadores de resultados publicados
	Auditado a partir de 2003
	Auditado 2005

	Financ. Emerg.
	 
	 
	 
	 

	DESARROLLO PROVINCIAL  
	No opera aún con indicad. presup. por resultados (Ley 25.917) 
	Extrapresupuestario sin indicadores de resultados publicados
	Auditado a partir de 2003
	Auditado 1997/99/03/04/05

	SEC. DE HACIENDA - BICE
	No opera aún con indicad. presup. por resultados (Ley 25.917) 
	Extrapresupuestario sin indicadores de resultados publicados
	Auditado a partir de 2003
	Auditado 2000,05

	Subsidios
	 
	 
	 
	 

	REFINANC. HIPOTEC.
	No opera aún con indicad. presup. por resultados (Ley 25.917) 
	Extrapresupuestario sin indicadores de resultados publicados
	Auditado 2005
	S/D

	Prom. Económica
	 
	 
	 
	 

	PROM. CIENT. Y TECN.
	No opera aún con indicad. presup. por resultados (Ley 25.917) 
	Extrapresupuestario sin indicadores de resultados publicados
	Auditado a partir de 2003
	Auditado 2005

	PROM. INDUSTRIA SOFTWARE
	No opera aún con indicad. presup. por resultados (Ley 25.917) 
	Extrapresupuestario sin indicadores de resultados publicados
	S/D
	S/D

	PARA LA RECONST. DE EMPRESAS
	No opera aún con indicad. presup. por resultados (Ley 25.917) 
	Extrapresupuestario sin indicadores de resultados publicados
	Auditado a partir de 2003
	Auditado 2005

	DE CAPITAL SOCIAL
	No opera aún con indicad. presup. por resultados (Ley 25.917) 
	Extrapresupuestario sin indicadores de resultados publicados
	Auditado a partir de 2003
	Auditado 2005

	FOGAPYME
	No opera aún con indicad. presup. por resultados (Ley 25.917) 
	Extrapresupuestario sin indicadores de resultados publicados
	Auditado a partir de 2003
	Auditado 2005

	FONAPYME
	No opera aún con indicad. presup. por resultados (Ley 25.917) 
	Extrapresupuestario sin indicadores de resultados publicados
	Auditado a partir de 2003
	Auditado 2005

	PROM. DE LA GANADERÍA OVINA
	No opera aún con indicad. presup. por resultados (Ley 25.917) 
	Extrapresupuestario sin indicadores de resultados publicados
	Auditado a partir de 2003
	Auditado 2005

	Prog. De Fideicomisos Decreto Nº 1118/03
	No opera aún con indicad. presup. por resultados (Ley 25.917) 
	Extrapresupuestario sin indicadores de resultados publicados
	Auditado 2005
	Auditado 2005


Fuente: Elaboración propia en base a datos extraídos de las Memorias de la AGN e Informes de la SIGEN, CGN, ONP y UCOFIN.

	Control sobre AGENCIAS REGULADORES en Argentina
	Instrumento Legal y Norma s/ Evaluación
	Evaluación Presupuestaria
	Control Interno (SIGEN)
	Control Externo Público (AGN)

	SECTOR / POL. PUB. QUE SATISFACEN
	Leyes 24.156, 25.152 y 25.917
	Rige por Ley 24.156.
	Rige por Ley 24.156.
	Rige por CN y Ley 24.156

	Agua
	 
	 
	 
	 

	ETOSS
	Ley 24156 vigente
	Incluido en Presup. Pcia. Bs. As.
	A través de la UAI
	Auditorías parciales 1996,98,00,01,02,03,04,05

	Electricidad
	 
	 
	 
	 

	ENRE
	Ley 24156 vigente
	Indicadores presup. financieros y de producto publicados 
	A través de la UAI
	Auditorías parciales 1996,1998,00,01,02,04,05

	ORSEP
	Ley 24156 vigente
	Indicadores presup. financieros y de producto 
	A través de la UAI
	No Auditado 

	Gas
	 
	 
	 
	 

	ENARGAS
	Ley 24156 vigente
	Indicadores presup. financieros y de producto publicados 
	A través de la UAI
	Auditorías parciales 1996,98,99,00,01,02,03,04,05

	Transporte Aut.
	 
	 
	 
	 

	CNRT
	Ley 24156 vigente
	Indicadores presup. financieros y de producto 
	A través de la UAI
	Auditorías parciales 1996,98,99,00,01,02,03,04,05

	OCCOVI ( Reg.Vial)
	Ley 24156 vigente
	Indicadores presup. financieros y de producto 
	A través de la UAI
	Auditorías parciales 1996,98,99,00,01,02,03,04

	Transorte Aéreo
	 
	 
	 
	 

	ORSNA
	Ley 24156 vigente
	Indicadores presup. financieros y de producto 
	A través de la UAI
	Auditorías parciales 2001,02,04,05

	Comunicaciones
	 
	 
	 
	 

	CNC
	Ley 24156 vigente
	Indicadores presup. financieros y de producto 
	A través de la UAI
	Auditorías parciales 1996,98,99,00,01,02,03,04,05

	Infraestructura
	 
	 
	 
	 

	ENOHSA
	Ley 24156 vigente
	Indicadores presup. financieros y de producto 
	A través de la UAI
	S/D

	PUERTOS
	Ley 24156 vigente
	Indicadores presup. financieros y de producto 
	A través de la UAI
	Auditorías parciales 1996,98,99,00,01,02,03,04,05


Fuente: Elaboración propia en base a datos extraídos de las Memorias de la AGN e Informes de la SIGEN, CGN, ONP y UCOFIN.

CONCLUSIÓN

En esta Argentina actual, con intención de desarrollo, de equidad, de redistribución pluralista y federal -escrita en todos los Mensajes de Presupuesto elevados anualmente-, se ha puesto mayor énfasis en fortalecer el rol del mercado y de la iniciativa privada, que en la democratización de la gestión pública. 

Si las reformas de la Década pasada descreyeron de la planificación, tampoco contribuyeron a la formulación, coordinación y control de políticas públicas. El presupuesto dejó de ser un instrumento de articulación. Por ello, aún se descree del valor de fortalecer aquellas funciones como ethos de la gestión. 

En este descreimiento, las políticas regulatorias quedaron supeditadas a la renegociación de los contratos con las licenciatarias de privatizaciones y los concesionarios de servicios públicos, tarea a cargo de una Unidad concentrada primero en el ámbito del Ministerio de Economía y Producción, luego fragmentada y con mayor peso del Ministerio de Planificación, Inversión Pública y Servicios (desde 2003). Dicha Unidad no ha logrado aún alcanzar los resultados, ni el consenso necesario en lo referido a la adecuación de las tarifas.

A su vez, como la salida de las crisis no previó mecanismos ordenados de adecuación del modelo económico, desde 1995 se utilizaron caminos más rápidos y flexibles para solucionar las urgencias y las crisis financieras periódicas. En dicho contexto, el financiamiento por fideicomisos tuvo un papel preponderante. Dichos contratos resultaron ser una herramienta de gran eficiencia para el sector privado, garantizando transparencia y precisión; aunque las mismas características debieron regir para los contratos en los que tuvo participación el Estado, ello no ha sido verificado en todos los casos. No obstante, el impulso a los mismos no cedió, y podría justificarse su uso como una innovación más ligada al criterio de Eficacia política.

El auge y concentración actual revelan que los mismos han sustituido a las políticas públicas, deteriorando la institucionalización de la gestión reguladora.

En materia de administración financiera, han resultado divergentes y contradictorios en lo relativo la evaluación de los resultados y al control, debilitando la cultura gerencial de la eficiencia, y promoviendo la discrecionalidad y subjetividad mediante la asignación directa de fondos públicos.

Al no trasladarse al control político y social del legislador, ni al ámbito de decisión política o al comportamiento administrativo, los efectos correctivos de la auditoría y el control externo, se ha debilitado fuertemente la institucionalidad de estas figuras.
En la medida en que se fueron distanciando de la exposición de los resultados y de la participación de los usuarios,  se comenzaron a evidenciar consensos en torno a la importancia de la planificación e institucionalización de la gestión pública.

En consecuencia, se reafirma que sin la concurrencia responsable de los distintos poderes del Estado Argentino, el desarrollo institucional es una aspiración, supeditado a la inteligencia, la voluntad y el ejercicio del poder decisorio y político.
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� Fideicomiso, Soler, Carrica, Nieto Blanc y Gurrea, Buenos Aires, Año 2000.


� Tratado de Fideicomiso, Kiper y Lisoprawski, Buenos Aires, Año 2003.
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